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Porcentaje de población en 2001 con:

Crecimiento demográfico 1991–2001 
e indicadores seleccionados de provisión de servicios para el Conurbano, 2001

Fuente: censos nacionales de población y vivienda de 1991 y 2001 (INDEC). 
Tabulados especiales Censo 2001, Ministerio de Planificación Federal. 
Nota: calidad satisfactoria en servicios vía pública: existencia de alumbrado público, teléfono público, al  
menos una cuadra pavimentada y transporte público; calidad satisfactoria en servicios domiciliarios: existencia  
de red de cloacas, red de energía eléctrica, red de agua y recolección de residuos; calidad satisfactoria en  
servicios urbanos: existencia de alumbrado público, pavimento, transporte y teléfono público, y existencia de  
red eléctrica, red de agua, red de cloacas y recolección de residuos.
Con el fin de posibilitar la comparación entre los censos de 1991 y 2001, los datos de 1991 fueron reprocesados 
según la división político-administrativa vigente a 2001.
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Total	 12.594.974	 13.827.203	 9,8	 44,3	 71,3	 91,4	 82,5	 86,3	 95,5	 92,9	 85,6	 41,4	 74,4	 37,7

														            

Partidos del 1° cordón	 3.066.896	 2.987.948	 -2,6	 59,7	 95,9	 95,9	 92,4	 95,3	 96,3	 96,6	 90,0	 57,8	 86,0	 53,8

Morón	 334.301	 309.380	 -7,5	 54,1	 80,4	 98,8	 98,7	 97,4	 99,3	 97,9	 94,9	 50,5	 91,6	 47,8

Vicente Lopez	 289.505	 274.082	 -5,3	 98,4	 100,0	 99,0	 98,1	 99,1	 99,6	 98,4	 94,0	 98,0	 92,4	 91,5

Avellaneda	 344.991	 328.980	 -4,6	 73,0	 98,8	 94,7	 92,0	 95,4	 94,9	 94,5	 90,5	 70,3	 87,0	 66,1

Tres de Febrero	 349.376	 336.467	 -3,7	 84,8	 90,5	 98,4	 97,6	 99,0	 99,0	 98,8	 92,9	 83,9	 91,7	 78,9

Lanús	 468.561	 453.082	 -3,3	 41,3	 99,9	 98,4	 90,9	 98,5	 98,7	 98,7	 92,8	 40,6	 90,6	 38,0

San Isidro	 299.023	 291.505	 -2,5	 72,5	 99,7	 98,4	 95,1	 97,7	 98,5	 96,9	 88,9	 70,6	 87,0	 64,5

Gral. San Martín	 406.809	 403.107	 -0,9	 54,8	 97,3	 94,0	 90,5	 94,2	 91,8	 93,6	 84,1	 51,6	 79,5	 46,3

Lomas de Zamora	 574.330	 591.345	 3,0	 33,9	 98,0	 90,5	 84,7	 87,3	 92,8	 95,2	 86,0	 32,4	 76,6	 30,4

														            

Partidos del 2° cordón	 4.885.728	 5.696.489	 16,6	 33,7	 55,7	 88,3	 76,0	 80,5	 94,8	 90,4	 82,6	 30,2	 66,7	 26,7

Quilmes	 511.234	 518.788	 1,5	 62,1	 99,6	 91,7	 84,7	 85,1	 95,7	 93,0	 87,6	 60,7	 75,8	 54,5

Hurlingham	 166.935	 172.245	 3,2	 4,9	 38,0	 97,6	 94,3	 94,1	 98,1	 95,8	 92,4	 4,1	 85,6	 4,0

San Fernando	 144.763	 151.131	 4,4	 61,3	 99,7	 98,4	 90,6	 96,9	 98,9	 94,2	 88,7	 60,2	 83,0	 53,2

Ituzaingó	 142.317	 158.121	 11,1	 1,5	 11,6	 96,3	 92,2	 89,8	 98,8	 96,8	 91,5	 0,8	 81,7	 0,6

La Matanza	 1.121.298	 1.255.288	 11,9	 52,5	 60,8	 88,2	 80,4	 80,0	 94,2	 90,3	 86,8	 49,7	 69,7	 45,7

Alte Brown	 450.698	 515.556	 14,4	 21,2	 52,3	 93,2	 82,7	 79,9	 95,1	 93,1	 79,5	 18,4	 69,2	 16,9

Tigre	 257.922	 301.223	 16,8	 14,7	 64,7	 94,8	 73,5	 93,5	 98,0	 90,3	 74,6	 12,0	 68,4	 9,4

Berazategui	 244.929	 287.913	 17,5	 65,9	 96,0	 94,6	 87,8	 83,0	 96,5	 90,3	 83,5	 64,7	 72,0	 54,3

San Miguel	 212.692	 253.086	 19,0	 38,2	 37,2	 92,6	 82,3	 85,3	 97,0	 94,8	 86,9	 23,4	 72,9	 21,6

Merlo	 390.858	 469.985	 20,2	 25,0	 51,2	 84,0	 59,1	 73,7	 94,3	 87,6	 80,3	 20,6	 59,6	 17,2

Malvinas Argentinas	 239.113	 290.691	 21,6	 2,8	 9,1	 86,7	 70,3	 70,0	 96,3	 85,7	 75,5	 1,1	 52,2	 0,5

E. Echeverría	 198.335	 243.974	 23,0	 18,3	 45,8	 90,3	 79,2	 80,6	 94,8	 91,4	 82,9	 13,2	 67,1	 11,9

José C. Paz	 186.681	 230.208	 23,3	 1,8	 14,9	 66,8	 66,6	 67,6	 88,8	 90,5	 77,5	 0,9	 46,3	 0,6

Moreno	 287.715	 380.503	 32,2	 24,5	 46,8	 80,8	 44,1	 81,8	 91,9	 90,3	 79,6	 19,6	 60,7	 16,7

Florencio Varela	 254.940	 348.970	 36,9	 30,3	 59,3	 81,1	 71,4	 69,1	 91,2	 83,7	 75,1	 25,5	 51,7	 19,6

Ezeiza	 75.298	 118.807	 57,8	 16,8	 20,7	 79,6	 69,1	 73,5	 93,0	 80,5	 72,9	 5,0	 53,4	 4,3
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a las precarias condicio-
nes habitacionales en el 
Conurbano (según el último 
censo nacional de pobla-
ción y vivienda, alrededor 
de medio millón de hogares 
del área metropolitana de 
Buenos Aires habita en con-
diciones deficitarias).

Con respecto a la segun-
da dinámica socioterritorial, 
hacia fines de los noventa 
se consolidó en esta región 
un nuevo patrón urbano que 
refleja una fuerte polarización 
social. De un lado, las capas 
medias y altas de mayores 
recursos habitan en nuevas 
urbanizaciones cerradas, que 
ascendían a 541 en 2007. 
Estos sectores se despla-
zan en autos particulares y 
acceden a nuevos espacios 
de centralidad comercial y 
de ocio. Por otro lado, los 
grupos de menores recursos 
se asientan en viviendas pre-
carias, en urbanizaciones con 
profundas carencias en la 
dotación de infraestructura y 
servicios; tienen al ferrocarril 
como eje de sus desplaza-
mientos y tienen sus circuitos 
de satisfacción de necesida-
des cercanos a sus barrios.

Los asentamientos 
precarios, que en la actua-
lidad alcanzan al 10,1% de 
la población del área, son el 
indicador más evidente de la 
segregación residencial en el 
Conurbano. Sin embargo la 
problemática de la segrega-
ción residencial es aún más 
amplia. Una muestra recien-
te de hogares de cuatro 

partidos del Conurbano, 
realizada por el Instituto del 
Conurbano de la Universidad 
Nacional de General 
Sarmiento, efectuó una 
aproximación al fenómeno 
de la segregación a través 
de dos criterios vinculados 
a la geografía de oportuni-
dades: 1) las características 
del vecindario, para lo cual 
se utilizan indicadores que 
permiten resumir situaciones 
de deterioro en la infraes-
tructura y en los servicios 
públicos del barrio, y 2) una 
dimensión de conectividad 
(véase el anexo para más 
precisiones).

Esta forma de medir la 
incidencia de la segregación 
muestra que la proporción 
de hogares aislados por 
razones de conectividad es 
más elevada que la que 
resulta debido a característi-
cas del vecindario: 56% 
contra 12%. Además, son 
marcadas las diferencias 
entre partidos. El 85% y el 

70% de los hogares en dos 
partidos de la muestra 
—ambos del segundo 
cordón— se encuentran 
segregados respecto de la 
principal vía de transporte 
público. Los valores para los 
otros dos partidos son en 
cambio del 35% y 27%. 
También es importante la 
diferencia entre municipios 
con respecto a la segrega-
ción residencial según las 
características de los 
vecindarios: 15% y 23% en 
los mismos dos partidos  
con alta segregación por 
conectividad, contra alrede-
dor de 2% en los otros dos 
partidos. Las brechas que 
separan a los cuatro munici-
pios de la muestra en ciertos 
indicadores sociales son tan 
marcadas que es posible 
referirse a municipios casi 
enteramente segregados 
dentro del Conurbano,  
los cuales contrastan con 
otros más heterogéneos  
e integrados.

 RECUADRO 3
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4.

Políticas 
habitacionales

Las intervenciones estatales que pueden en-
frentar la segregación residencial son múlti-
ples. Se requiere una adecuada articulación 
de políticas que van desde la obra pública, 
políticas habitaciones y de transporte, hasta 
políticas más indirectas, como las orientadas 
a los servicios —particularmente el educati-
vo—, o las de promoción del desarrollo lo-
cal, etc. Se requieren asimismo adecuadas 
políticas impositivas e inmobiliarias. La se-
gregación residencial, en síntesis, requiere 
un abordaje intersectorial. De las múltiples 
intervenciones públicas, la política habitacio-
nal es la más directamente vinculada a este 
fenómeno. Esta sección describirá la política 
habitacional en Argentina, con énfasis en las 
últimas décadas.

Las políticas de vivienda 
en Argentina

Al igual que en gran parte de los países lati-
noamericanos, en las últimas cinco décadas 
Argentina atravesó diversos paradigmas en 
materia de políticas habitacionales.34 La pri-
mera generación de políticas se caracterizó 
por la creación de oficinas públicas de vivien-
da que, acompañadas de bancos hipotecarios 
y cajas de crédito, se orientaron a organizar 
un sistema de provisión de tipo universal, ba-
sado en una condición —un tanto difusa— de 
derecho a la vivienda que luego fue incorpora-
do en reformas constitucionales en algunos 
países de la región. Estas políticas de finan-
ciamiento de la oferta configuraron fuertes 
lobbies empresarios en torno a la obra pública 
y construyeron viviendas “llave en mano” de 
adjudicación individual en conjuntos habi-
tacionales. Se priorizó la erradicación de los 
asentamientos precarios y el realojo de su po-

blación en conjuntos habitacionales planifica-
dos, financiados y construidos por el estado. 
El paradigma concebía al usuario como un 
receptor pasivo, que no participa en la toma 
de decisiones.

En Argentina este paradigma tuvo un 
fuerte peso. Durante el primer gobierno 
peronista el objetivo político de justicia so-
cial puso a la vivienda como un tema fun-
damental de la agenda pública. Los planes 
quinquenales incluyeron la construcción de 
viviendas como parte importante de la obra 
pública. Se impulsaron así viviendas públicas 
en conjuntos obreros y la creación de nuevos 
barrios, como Ciudad Evita, en Buenos Aires. 
A su vez los planes incluyeron un conjunto 
de disposiciones jurídicas de intervención 
en el mercado. Por ejemplo, se declaró la 
emergencia en el mercado de alquileres y se 
restringió mediante un conjunto de decretos 
y leyes la libre contratación (lo cual duraría 
treinta años) en un tiempo donde el 63% de la 
población era inquilina, algo que junto con la 
Ley de Expropiaciones, constituyó una clara 
limitación a la propiedad privada.35 En este 
período una nueva carta orgánica del Banco 
Hipotecario Nacional habilitó una amplia po-
lítica crediticia para sectores medios y me-
dios bajos, lo cual permitió que un 18% de 
los hogares inquilinos consiguieran vivienda 
propia. Entre 1946 y 1976 este fue el marco de 
una integración sociourbana ascendente.36 En 
1977 se puso en marcha el Fondo Nacional de 
la Vivienda (Fonavi). La ley 21.714 creó los or-
ganismos autárquicos de vivienda, que luego 
se formalizaron con el Consejo Nacional de 
Vivienda y el sistema de institutos provincia-
les de la vivienda (IPV).37 

Hacia fines de los años setenta, en va-
rios países de América Latina las políticas 
de primera generación demostraron ser in-
suficientes a causa de su alto costo y de su 
inviabilidad social y urbana. De la mano de 
los propios pobladores organizados, comen-
zó a impulsarse un nuevo tipo de políticas 
cuyo punto de partida era la radicación de los 
asentamientos. Esta segunda generación de 
políticas se destaca por involucrar a los habi-
tantes en la solución del problema. En la pri-
mera cumbre mundial Hábitat I (Vancouver, 
1976), el Centro de las Naciones Unidas para 
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los Asentamientos Humanos (UNCHS, por 
sus siglas en inglés) recomendó abandonar 
las políticas de primera generación y recono-
cer los procesos populares de construcción 
del hábitat. Así, el financiamiento interna-
cional se orientó hacia las organizaciones no 
gubernamentales (ONG) que trabajaban en 
este campo. No obstante, la importancia de 
esta cumbre no estuvo dada por su impacto 
cuantitativo sino por su incentivo a la orga-
nización popular y a las metodologías parti-
cipativas, así como por la entrada en escena 
de los gobiernos locales. 

En Argentina este segundo paradigma 
tuvo una aceptación marginal; sin embar-
go vigorizó a diversas ONG vinculadas con 
la vivienda popular. La segunda generación 
de políticas no reemplazó a la primera sino 
que se le sumó, pues el lobby empresario no 
dejó de presionar por el sostenimiento de las 
tradicionales formas de financiamiento de la 
oferta. Con la restauración de la democracia 
en los años ochenta, el sistema Fonavi cons-
truyó viviendas, principalmente en localida-
des pequeñas y medianas del interior, pero 
las viviendas quedaron preferentemente en 
manos de las clases medias provinciales, con 
lo cual el sistema perdió en gran medida su 
sentido social original. 

En la década de 1990 se debilitaron los 
sistemas nacionales de provisión habitacional; 
en consonancia con las propuestas neolibera-
les de política económica, comenzó entonces 
a propugnarse su reemplazo por el financia-
miento de la demanda. Promovidas por el 
Banco Mundial y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID), estas políticas de tercera 
generación apuntaron a reconfigurar el rol 
del estado como facilitador del mercado y a 
resolver el problema de la vivienda mediante 
la expansión del mercado de hipotecas. Esta 
consideración de la vivienda en función del 
mercado financiero enfatizó un tratamiento 
público sectorial del tema. El financiamiento 
de la vivienda condujo a una actuación públi-
ca que desatendió la dimensión urbana, en 
particular la del suelo. El ejemplo pionero de 
Chile, y el más reciente de México, son elo-
cuentes en términos urbanísticos y sociales.38 

Por otra parte, este abordaje sectorial se com-
plementó con intervenciones focalizadas en 

los más pobres (quienes no pueden ser sujeto 
de crédito) como ocurre con la extendida ex-
periencia de los programas de mejoramiento 
de barrios, mayoritariamente financiados por 
el BID. 

En Argentina estas políticas no alcan-
zaron a madurar. No se pudo consolidar un 
sistema facilitador como el chileno y solo se 
concretaron algunos programas focalizados 
con financiamiento del BID. A su vez, en la 
década de 1990 el Banco Hipotecario Nacional 
privatizó su cartera de hipotecas y se transfor-
mó en una sociedad anónima. Mientras tanto, 
la oferta de créditos sufría los vaivenes de la 
macroeconomía, al tiempo que el estado se 
abstenía de intervenir en la generación de 
nuevo suelo urbano.

Durante los primeros años del siglo XXI 
la fuerte crisis frenó la política habitacional. 
El Fonavi estuvo paralizado y desfinanciado; 
parte de sus fondos fueron destinados a cu-
brir déficits en otras cuentas. Entre 2002 y 
2003 la recuperación de cierta estabilidad 
política permitió poner en marcha un ambi-
cioso programa de obras públicas, para luego 
en una segunda fase incluir la construcción 
de viviendas.

Hacia fines de 2003, la política habita-
cional cobró un nuevo impulso. Los pro-
gramas que pertenecían al Ministerio de 
Desarrollo Social pasaron a la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, del Ministerio 
de Planificación Federal, Inversión Pública y 
Servicios de la Nación. Fortalecida la subse-
cretaría con nuevos objetivos y competen-
cias, se lanzó un programa que primero se 
llamó “Techo y trabajo” y luego fue deno-
minado Programa Federal de Emergencia 
Habitacional. Dicho programa está destinado 
a fomentar la utilización de mano de obra 
mediante la formación de cooperativas de tra-
bajo (integradas por beneficiarios de los pla-
nes “Jefes y jefas de hogar”), y la construcción 
de viviendas en pequeña escala en el ámbito 
barrial. El programa se articuló inicialmente 
con los ministerios de Trabajo y Desarrollo 
Social, como respuesta a la caída del empleo 
producida por la crisis. 

La nueva fase de la política habitacional 
tomó forma en la segunda mitad de 2004 cuan-
do el Ministerio de de Planificación Federal, 

En Argentina, la 
segunda generación 
de políticas 
habitacionales tuvo 
una aceptación 
marginal; sin 
embargo vigorizó  
a diversas ONG 
vinculadas con la 
vivienda popular. 
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Inversión Pública y Servicios de la Nación 
lanzó un plan habitacional que dispondría 
de un cuantioso fondo. El eje fue el deno-
minado Programa Federal de Construcción 
de Viviendas (PFCV) que iría desarrollando 
inmediatamente un conjunto de programas 
federales (y/o subprogramas)39 para actuar en 
forma complementaria, abarcando diferentes 
demandas. Estos programas fueron diseñados 
con la finalidad de movilizar la economía a 
partir de la obra pública, de su capacidad de 
generar empleo genuino,40 y de alentar el 
mercado de la construcción. 

El PFCV concentra las principales asigna-
ciones presupuestarias nacionales en el sector 
vivienda y así triplica los fondos del sistema 
Fonavi. Se complementa con los subpro-
gramas Reactivación I y II, el Subprograma 
de Mejoramiento del Hábitat Urbano, 
Infraestructura y Obras Complementarias, y 
el Programa Federal Plurianual. Mediante este 
programa el estado nacional financia en forma 
exclusiva la construcción de una vivienda de 
superficie mínima (45m2). La ejecución queda 
a cargo de empresas constructoras; se cierra 
así un vínculo fuerte con la Cámara Argentina 
de la Construcción y la Unión Obrera de la 
Construcción de la República Argentina. La 
provisión de la tierra queda por cuenta de 
las provincias o, en su defecto, los munici-
pios, aunque dada la escasez de este recurso 
se incorporó en las licitaciones la posibilidad 
de que el suelo sea provisto por las empresas 
oferentes. Este aspecto no es menor, ya que 
uno de los mayores problemas de las grandes 
áreas metropolitanas del país es la escasez 
de suelo disponible para la construcción. El 
estado nacional se reserva la aprobación de 
cada uno de los proyectos presentados. 

En términos cuantitativos, la primera 
fase del PFCV, de 2004–2006, se propuso cons-
truir 120.000 viviendas nuevas en todo el país, 
de las cuales unas 43.000 se localizarían en los 
24 partidos del área metropolitana de Buenos 
Aires. En cuanto al impacto general el PFCV 
buscaba superar (en conjunto con la construc-
ción privada) el crecimiento anual estimado 
de formación de nuevos hogares. 

En 2007, el Ministerio de Planificación 
Federal, Inversión Pública y Servicios lanzó el 
Programa Federal II. El programa prevé cons-

truir en tres años 300.000 viviendas e invertir 
17.400 millones de pesos. Se propone otorgar 
techo propio a 1.200.000 habitantes y generar 
900.000 puestos de trabajo. La inversión tiene 
además por objetivo seguir alentando el creci-
miento del sector de la construcción, el cual 
creció el 34% en 2003 y el 29,4% en 2004.

El Programa Federal de Mejoramiento 
de Vivienda “Mejor vivir” está destinado a la 
terminación, ampliación y/o refacción de la 
vivienda de todo grupo familiar que necesi-
ta que su actual vivienda sea completada y/o 
mejorada, y que no tiene acceso a las formas 
convencionales de crédito. Se destina princi-
palmente a la construcción de núcleos húme-
dos de la vivienda, es decir baños o cocinas.

Intervención estatal 
en relación con los 
asentamientos informales

En los últimos años, la política habitacional 
ha puesto particular acento en la informa-
lidad urbana. A través de la regulación do-
minial se intenta dar respuesta al problema 
del hábitat informal. En el ámbito nacional 
dos programas están dirigidos directamen-
te a la población en villas y asentamientos: 
son el Subprograma de Urbanización de 
Villas y Asentamientos Precarios, enmarca-
do en el Programa Federal, y el Programa de 
Mejoramiento de Barrios (Promeba). Este úl-
timo cuenta con financiamiento del BID y un 
40% de contraparte nacional. Por su diseño y 
objetivos, es considerado uno de los progra-
mas más completos para lograr la inclusión 
urbana de los beneficiarios. El Promeba opera 
focalizadamente. Prevé un trabajo conjunto 
con los residentes de los barrios: persigue el 
fortalecimiento de la organización comuni-
taria a través del acceso a la propiedad de la 
tierra, la provisión de servicios básicos y la 
solución de problemas ambientales y sociales. 
Por su diseño y objetivos es un programa muy 
atractivo para los municipios. Sin embargo su 
impacto es bajo.41 A nivel provincial, en la ciu-
dad de Córdoba se implementa el programa 
“Mi casa, mi vida” cuya meta es relocalizar a 
12.000 familias residentes en villas y asenta-

Los programas que 
operan en los 
asentamientos 
informales han sido 
exitosos en cuanto  
a la participación de 
los residentes. Sin 
embargo no es claro 
que garanticen el 
“derecho a la ciudad”.
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mientos de la ciudad ubicándolos en “nue-
vos” barrios. En Mendoza se implementa el 
programa “Mendoza sin villas”, y en Rosario 
el programa “Rosario hábitat”. Gracias a la 
implementación de estos programas se obser-
va un leve freno en el crecimiento de villas y 
asentamientos en algunos aglomerados. Cabe 
preguntarse, sin embargo, cuál es su impacto 
en la segregación residencial y en qué medida 
estas políticas se diseñaron a partir del re-
conocimiento de las personas como agentes 
de cambio y no como meros receptores. El 
apoyo estatal, desde la perspectiva del desa-
rrollo humano, debe enfocarse en aquello 
que verdaderamente importa a las personas 
que habitan en áreas segregadas y considerar 
sus estrategias de vida y sus entornos sociales 
(Frediani, 2007).

Los programas que operan en el mismo 
territorio donde están los asentamientos in-
formales —como el Promeba o el de urbani-
zación de villas— han sido exitosos en cuanto 
a la participación de los residentes. Sin em-
bargo es dable cuestionar su impacto en tér-
minos de las posibilidades reales que brindan 
de integración más amplia de los barrios re-
gularizados a la trama urbana, garantizando 
el “derecho a la ciudad”. Estos programas no 
inciden en la composición social de estos ba-
rrios, que siguen estando habitados por perso-
nas con altos grados de vulnerabilidad. 

Los programas que relocalizan a los habi-
tantes de las villas en nuevos barrios tienen 
un impacto sobre la segregación más cues-
tionable aún. Estudios sobre algunos de estos 
programas concluyeron que con su imple-
mentación el propio estado reproduce la se-
gregación (Tecco y Fernández, 2008; Hauber, 
2008). Estos programas han conformado a 
menudo barrios socialmente homogéneos 

con pobladores que han debido romper sus 
lazos con el entorno previo, lo que incide ne-
gativamente en varios aspectos. El estudio de 
Hauber señala que desde el punto de vista de 
la dinámica barrial, el programa “Mi casa, mi 
vida” afecta la conformación de redes sociales 
y la estructuración de la identidad social de 
los nuevos pobladores. Los beneficiarios han 
debido alejarse en la mayoría de los casos de 
sus fuentes de trabajo y de las redes mediante 
las cuales los obtenían. Los niños han debido 
cambiar de escuela. En fin, el desarraigo com-
pulsivo del entorno, la llegada a otro en el 
que el beneficio es exclusivamente tener una 
vivienda mejor, no solucionó los principales 
problemas de los beneficiarios y en cambio 
les generó otros. 

Los programas de regularización y de re-
localización dejan de lado la preocupación 
por generar una composición social hetero-
génea en los barrios. Esta dimensión no apa-
rece problematizada. Además, los habitantes 
beneficiarios de ambos tipos de programas 
siguen con grandes problemas de accesibi-
lidad y conectividad, lo que redunda en un 
dificultoso acceso a buenos trabajos y a me-
jores opciones educativas y recreativas. Pese 
a las buenas intenciones de los programas, 
muy probablemente siga operando contra 
sus beneficiarios el estigma que los condena 
como “los marginales”, con el agravante de 
que al haber sido beneficiados por un pro-
grama de vivienda, tal vez sufran también 
el resentimiento de los pobladores vecinos, 
deteriorándose aún más el tejido social en-
tre los habitantes de barrios populares. En 
síntesis, estos programas les han otorgado a 
los beneficiarios una casa y un barrio mejor, 
pero aún queda proveerlos de una adecuada 
integración a la ciudad.

Los programas de 
regularización y 
relocalización han 
otorgado a los 
beneficiarios una 
casa y un barrio 
mejor, pero aún 
queda proveerlos 
de una adecuada 
integración a 
la ciudad.
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Carlos Buthet*

Durante la década de 1990 
en la ciudad de Córdoba 
se produjo una interesante 
experiencia de interacción 
entre una organización 
barrial y una ONG de 
promoción social, que logró 
revertir procesos de segre-
gación residencial con la 
participación activa de  
la ciudadanía. 

Hacia 1992 un grupo de 
vecinos de la villa Obispo 
Angelelli, compuesta por 
familias que se encontraban 
bajo la línea de indigencia y 
ubicada en la periferia de la 
ciudad, en terrenos fiscales 
inundables y sin los servicios 
urbanos básicos, decidieron 
ponerse en contacto con la 
ONG Servicio Habitacional 
y de Acción Social (SEHAS) 
a través de su programa de 
capacitación de dirigentes 
barriales y bases comuni-
tarias. La motivación de los 
vecinos se vio potenciada 
por la capacitación y el 
apoyo técnico brindados 
por la ONG. Poco después 
lograron movilizar a una parte 
significativa de la comuni-
dad para mejorar algunos 
servicios básicos del asen-
tamiento (entre otros, agua 
potable y energía eléctrica).

Ya desde sus primeras 
etapas, este proceso de 
organización y participación 
a nivel barrial produjo en 
los actores involucrados 
un reconocimiento de su 

latente capacidad de hacer, 
así como una recuperación 
de su autoestima. Por otra 
parte, la experiencia condujo 
hacia la reflexión sobre las 
obligaciones del estado 
y sobre el acceso a sus 
legítimos derechos como 
ciudadanos.

A partir de este primer 
paso de afirmación de su 
ciudadanía, en 1994 el 
grupo de vecinos de la villa 
Obispo Angelelli decidió 
constituirse legalmente 
(asociación civil 2 de Abril), 
estatuto que les permitió 
comenzar a interactuar en 
mejores condiciones en el 
contexto social, al tiempo 
que se integró activamente 
a un movimiento social local 
de villas y barrios carentes, 
la Unión de Organizaciones 
de Base por los Derechos 
Sociales (UOBDS). Aquella 
capacidad de organizarse 
participativamente para 
planear y lograr el recono-
cimiento jurídico, así como 
para ejecutar pequeños 
proyectos en conjunto con la 
ONG, constituyó un embrión 
de lo que luego desarrollaría 
esta comunidad.

A partir de su incor-
poración a la UOBDS el 
grupo de vecinos de la villa 
emprendió acciones de arti-
culación con otros actores 
sociales y con el estado, 
logrando, de este modo, 
su inclusión en la política 
de la mesa de concerta-
ción de políticas sociales, 

implementada entre 1992 y 
1998 por el gobierno de la 
provincia de Córdoba y por 
la UOBDS.

Fue entonces que la 
acción colectiva del grupo 
de vecinos dio un giro para 
pasar a incidir directamente 
sobre el problema de la 
segregación residencial. Así, 
en 1994, haciendo uso de 
esta política social participa-
tiva, los vecinos lograron 
adquirir tierras elegidas por 
ellos mismos para ubicar su 
nuevo asentamiento legal y 
estable. El hecho de que se 
decidiera comprar un predio 
en un área residencial 
consolidada con una 
dotación apropiada de 
infraestructura y servicios 
convirtió a esta experiencia 
en un caso innovador de 
particular interés. Años más 
tarde, entre 1997 y 1999, el 
grupo avanzó hacia la 
construcción de su plan de 
viviendas, con financiamiento 
provincial y nacional pero 
diseñado y administrado por 
su misma organización.

Este conjunto de accio-
nes mostró cómo el grupo 
de vecinos, con un fuerte 
apoyo de capacitación y de 
asistencia técnica por parte 
de la ONG, lograba aun den-
tro de las pautas restrictivas 
del financiamiento estatal 
diseñar participativamente 
su proyecto habitacional de 
acuerdo a sus expectati-
vas, y luego llevar a cabo la 
administración de una obra 
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compleja. A su vez, esta 
autogestión comunitaria deri-
vó en soluciones eficaces y 
eficientes en cuestiones vin-
culadas con su localización 
urbana —dejando la periferia 
semirrural para insertarse 
en la trama urbana en un 
sector de uso residencial 
notoriamente más próximo al 
área central de la ciudad—, 
la construcción de viviendas 
según un diseño propio, e 
incluso el menor costo de 
las obras (el costo resultante 
de las viviendas por metro 
cuadrado de construcción 
fue en este caso aproxima-
damente la mitad del de 
aquellas construidas por el 
estado, en sus operatorias 
tradicionales y con similares 
características de materiales 
y terminaciones).

Lo descrito nos lleva a 
afirmar que procesos como 
este constituyen satisfac-
tores polivalentes (en el 
sentido de M. Max Neef), 
es decir que abordan la 
solución del problema de 
segregación urbana mientras 
simultáneamente inciden en 
procesos de desarrollo e 
inclusión en lo microsocial.

Sin embargo, experien-
cias como la política de la 
mesa de concertación, nos 
muestran que también son 
viables a escala macro.

Los efectos positivos 
derivados de la participación 
sustantiva de los sujetos, 
indudablemente presen-
tes en el caso de la villa 

Obispo Angelelli, también 
han sido señalados por un 
estudio comparativo de 
casos (Buthet, 2005), que 
demuestra cómo el compo-
nente participativo produce 
avances significativos en 
aspectos relacionados con 
el desarrollo psicosocial de 
los sujetos y de la organi-
zación barrial; con cambios 
en el relacionamiento con 
otros actores sociales, y con 
el acceso legal y estable al 
suelo urbano, a los servicios 
y a la vivienda.

En igual sentido, el signi-
ficativo potencial de cambio 
de la experiencia participati-
va se evidencia en la voz de 
sus protagonistas. Graciela, 
una integrante de la comu-
nidad, señalaba: “Caí en la 
cuenta de que este plan de 
viviendas no me cambió la 
casa, sino que me cambió la 
vida (...) Fíjese que vivo en 
un barrio donde antes venía 
a trabajar como empleada 
doméstica (...) Ahora sé que 

soy igual y tengo derecho a 
vivir aquí.” 

Aun así, pese a la exis-
tencia de casos exitosos en 
múltiples dimensiones como 
el que aquí reseñamos, el 
estado continúa abordando 
el problema del hábitat de 
los sectores en situación de 
marginación social des-
de una conceptualización 
cuestionable. El abordaje 
estatal sigue siendo sectorial 
y se centra en la construc-
ción más o menos masiva de 
vivienda social, con escaso 
acento en la participación 
comunitaria y frecuente-
mente con una tendencia 
a la segregación espacial. 
Estas políticas, detrás del 
innegable argumento de la 
redistribución de la riqueza, 
son proclives a su utilización 
clientelar y esconden fuertes 
y graves vicios vinculados 
con la generación de pasivi-
dad y de dependencia.

*SEHAS
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5.

Conclusiones y 
recomendaciones

La fragmentación del espacio urbano en terri-
torios que brindan a sus residentes oportuni-
dades diferentes pareciera ser una caracterís-
tica cada vez más marcada de los principales 
aglomerados urbanos de Argentina. Así, por 
un lado estarían los ciudadanos socializados 
en entornos que abren horizontes y circuitos 
educativos y laborales auspiciosos, y por otro, 
las personas cuyos entornos obstaculizan la 
obtención de recursos educativos y laborales 
capaces de garantizarles una vida digna. Si 
esta tendencia no se revirtiera la trama ur-
bana podría tener cada vez mayor incidencia 
en la consolidación de circuitos sociales que 
reproducen la desigualdad. 

La segregación ejerce efectos negativos 
sobre el bienestar, la cohesión y la equidad 
social. En esta investigación hemos aportado 
evidencia sobre su efecto en logros laborales y 
rendimientos educativos. Queda sin embargo 
mucho camino por delante para desentrañar 
los mecanismos a través de los cuales opera 
el “efecto barrio”: la calidad de los servicios 
sociales, la socialización, el efecto de pares, 
los riesgos de criminalidad, etc. marcan la 
complejidad de esta problemática. Es nece-
sario incentivar investigaciones que permitan 
comprender estos mecanismos.

La diversidad social en los barrios amplía 
las ventajas de vivir en comunidad y permite 
un uso más eficiente de recursos. Que todos 
los barrios tengan acceso a adecuados servi-
cios de transporte, educación, salud y seguri-
dad —además de ser un derecho— favorece la 
cohesión social y la equidad de largo plazo. 

¿Qué desafíos le plantea la segregación 
residencial a las políticas urbanas? En primer 
lugar, la construcción de viviendas es solo 
parte de la solución. También son necesarias 
políticas de equidad capaces de reconstruir 
redes sociales en las que circulen “recursos” 

que aumenten el bienestar de los más desfa-
vorecidos. Es indispensable articular virtuo-
samente las políticas de vivienda, el desarro-
llo social y los planes de desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial.

La planificación debe garantizar el acce-
so al suelo urbano, a una vivienda adecuada 
y a los correspondientes servicios y equipa-
miento urbanos. Esta planificación puede 
incluir una intervención en el mercado, a 
fin de frenar la especulación inmobiliaria 
y favorecer un uso mejor y más sustentable 
del suelo. 

Las políticas urbanas y de vivienda de-
ben tener un sentido participativo. Los ciu-
dadanos y sus organizaciones deben estar 
implicados en los planes de construcción y 
mejoramiento de vivienda, y deben integrar 
los espacios institucionales de control de los 
mismos. Los ciudadanos más pobres deben 
ser constructores sociales del hábitat. 

Es necesario repensar los programas fo-
calizados. Dotar a los barrios de bienes públi-
cos que mejoren la cohesión entre el territo-
rio local y la ciudad puede tener un impacto 
más duradero que el gasto social focalizado. 
La dotación de bienes públicos en los barrios 
debe articularse con políticas urbanas que 
apunten a la integración de todos los barrios 
de la ciudad, de manera de enfrentar el ais-
lamiento social. Deben orquestarse políticas 
capaces de atraer nuevamente al espacio pú-
blico a aquellos que se replegaron tras los 
muros de las urbanizaciones cerradas.

Además de las políticas de vivienda y 
de desarrollo social y urbano, enfrentar la 
segregación residencial comporta darle un 
marco jurídico al derecho a la vivienda dig-
na, que la Constitución protege desde hace 
cincuenta años. Promover la desmercantili-
zación de los bienes y servicios del hábitat 
podría implicar una modificación de la Ley 
Federal de Vivienda para que garantice el 
efectivo derecho a la vivienda y la ciudad. 
En 1994 Argentina incorporó con rango cons-
titucional la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, cuyo artículo 21º habili-
ta el “interés social” de la propiedad. Sin em-
bargo el mismo aún no es considerado en los 
fallos judiciales ni en las políticas públicas. 



	 Aportes para el desarrollo humano en Argentina / 2009	 39

Anexo 1

Efecto de la segregación residencial 
sobre aspectos laborales

Para estudiar la influencia del efecto barrio se procedió a modelar los determinantes de la 
participación laboral y de los ingresos. El análisis se realizó con la Encuesta Permanente de 
Hogares (EPH) para los aglomerados de Gran Buenos Aires, Gran Rosario, Gran Mendoza y 
Gran Córdoba.

Parte de las estimaciones descriptivas y de los modelos econométricos se aplicaron sobre 
un pool de datos con el propósito de aumentar la cantidad de casos y mejorar las estimaciones. 
Los períodos incluidos en el pool fueron los primeros y terceros trimestres de 2004, 2005 y 
2006 y el primero para 2007. 

Una serie de procesamientos evidenciaron que hay similitud en el contexto económico 
y en la composición social de los universos que se analizaron. Además, se constató un fuerte 
descenso en la evolución de la tasa de desocupación en los cuatro aglomerados analizados. A 
su vez, la distribución de los hogares según las características de los vecindarios en términos 
de homogeneidad social siguió una pauta similar entre aglomerados.

La aproximación a la composición social de los vecindarios se construyó con la variable 
dicotómica homogeneidad social “deficitaria”, que toma el valor uno para aquellos hogares 
residentes en vecindarios en los que al menos el 60% de los hogares tienen jefes que no fina-
lizaron la educación secundaria.

Se observa que la homogeneidad social “deficitaria” está asociada, como es de esperar, 
a déficits laborales. La tasa de desempleo y la de empleo precario son más elevadas en estos 
vecindarios deficitarios. Este patrón se mantiene aun controlando por la educación del jefe 
de hogar. Jefes con similar nivel educativo muestran un desempeño inferior si residen en 
vecindarios con homogeneidad social deficitaria.

La influencia independiente del efecto barrio se testeó modelando los determinantes de 
la participación laboral y de los ingresos. Para las estimaciones se seleccionaron aquellos ho-
gares con jefes de 65 años y menos, esto es, el conjunto de unidades familiares cuyos ingresos 
provienen fundamentalmente de las remuneraciones de las ocupaciones de sus miembros. 
Este conjunto incluye a alrededor del 79% del total de hogares de los aglomerados urbanos. 
El universo de análisis estuvo conformado por los miembros del hogar entre 15 y 64 años 
que no son jefes de hogar. Naturalmente, en los modelos de ingreso el universo de análisis 
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fueron los miembros no jefes de hogar ocupados. Tal delimitación permite controlar posibles 
problemas de endogeneidad al recurrir a un atributo del jefe de hogar para la clasificación 
de los hogares.

Las estimaciones econométricas utilizadas fueron de dos tipos. El primero incluyó mo-
delos de regresión logística multinomial mientras que el segundo se basó en funciones de 
ingreso. Los modelos de regresión logística multinomial son una variación de las estima-
ciones logit convencionales y resultan apropiados para evaluar los determinantes de la 
inserción laboral. 

En el modelo de regresión logística multinomial la variable dependiente contuvo un 
conjunto de categorías: estar ocupado en una posición no asalariada, ocupado en un puesto 
de trabajo no registrado, ocupado en un puesto de trabajo registrado y no estar ocupado. 
Esta última fue la categoría base contra la cual se estimaron los parámetros. 

Las variables independientes consideradas fueron: estrato del hogar —definido a partir 
del nivel educativo del jefe—42, tamaño del hogar, condición de ocupación del jefe de hogar, 
nivel educativo, edad, sexo, posición en el hogar y región de residencia. También se incluye-
ron variables dummy para cada una de las ondas incluidas en el pool de datos. Se introdujeron 
interacciones entre estrato y nivel educativo y entre estrato y categoría ocupacional. 

Por último se confeccionó un tercer modelo que incluyó la variable composición social, 
que es una variante de la variable “homogeneidad social deficitaria”, construida para captar 
el grado de aislamiento social en el que se encontraban los hogares en sus vecindarios. Esta 
variable es continua y tomó como valor la proporción de hogares del estrato bajo en cada 
conjunto de viviendas que conforman cada uno de los puntos muestrales. Este procedimien-
to, que solo es posible realizar con la EPH vigente desde 2003, permitió calificar a cada hogar 
de acuerdo a una característica que resume la composición social del vecindario en el que 
reside. Esta proxy de vecindario resulta razonable por cuanto el promedio de viviendas en 
cada uno de ellos es reducido: 28. 

Los modelos de ingreso tipo Mincer utilizaron como variable dependiente el logaritmo 
del ingreso laboral horario. Se recurrió a los métodos por mínimos cuadrados y por cuantiles. 
Ambos procedimientos forman parte de las técnicas usualmente aplicadas para el análisis de 
los ingresos. La diferencia entre ambos es que la regresión por cuantiles es de tipo semipa-
ramétrico y permite obtener estimaciones de las variables de interés para distintos tramos 
de la distribución condicionada del ingreso. Las variables independientes fueron las mismas 
que se utilizaron en los modelos multinomiales, a las que se agregaron las horas trabajadas 
y la rama de actividad. Se incluyó entre los regresores una variable para la corrección de 
sesgo de selección muestral.43

Para la estimación de la inserción laboral se recurrió a modelos de regresión logística 
multinomial. En la estimación de las remuneraciones se utilizaron los mismos criterios y 
se aplicaron regresiones por mínimos cuadrados ordinarios. 

Los modelos muestran que la pertenencia a un hogar del estrato bajo —con jefe de 
bajo nivel educativo— conlleva, aislando el efecto de las demás variables consideradas, 
elevadas probabilidades de acceso a empleos precarios (no registrados). Asimismo, en el 
modelo con interacciones se aprecia que aquellos con mayor educación pero pertenecientes 
al estrato bajo resultaron expuestos, ceteris paribus, a similares probabilidades de ocupar 
puestos de baja calidad que los individuos de baja educación del estrato bajo. Sin embar-
go, aquellos ocupados de bajo nivel educativo pero pertenecientes a hogares del estrato 
superior enfrentan menores probabilidades de caer en esa situación. En suma, aislando 
el efecto del nivel educativo de los individuos —y el resto de las variables incluidas en 
los modelos— la pertenencia a un estrato social dado implicó diferencias que no fueron 
descontadas plenamente por la dotación individual de educación. Ello es un fuerte indicio 
acerca del tipo de efecto negativo que acarrea la menor dotación de activos sociales de que 
disponen ciertos hogares.
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La introducción en el análisis de la variable composición social de los vecindarios —como 
una variable que aproxima la segregación residencial socioeconómica— permitió refinar el 
análisis y llevarlo en la dirección de interés. De las regresiones se desprende que su incidencia 
fue significativa y con el signo esperado: a mayor composición social “deficitaria” aumentan 
las probabilidades de que los individuos ingresen a puestos de trabajo precarios, aislando 
el efecto del resto de las variables consideradas. En suma, pareciera haber una asociación 
significativa entre residir en un vecindario segregado y cierta desventaja para el acceso a 
mejores puestos de trabajo (véase el cuadro A1).

En los modelos de ingresos se verifica también que la pertenencia a un hogar del es-
trato inferior, ceteris paribus, se mostró asociada a una menor tasa de remuneración laboral 
horaria. Esta penalidad se mantuvo cuando se incluyeron en el modelo las interacciones 
de estrato de hogar con los principales factores determinantes del modelo (educación e 
inserción laboral). 

En el mismo sentido que el análisis multinomial, la penalidad persiste para los ocupados 
de mayor nivel educativo pertenecientes al estrato inferior de hogares, aunque en este caso 
en una cuantía menor. Ello refleja que la dotación de activos individuales logra descontar 
parte de esa diferencia, aunque no la anula. Por su parte, no se observaron diferencias en la 
penalidad del trabajo no registrado según estrato de pertenencia, aunque sí las hubo entre 

CUADRO A1

No asalariado								      

Comp. social deficitaria del barrio	 0,193	 (0,148)	 0,085	 (0,228)	 -0,051	 (0,263)	 -0,054	 (0,219)

Jefe ocupado	 0,107	 (0,072)	 0,123	 (0,129)	 0,184	 (0,129)	 0,359*	 (0,113)

Estrato bajo	 -0,188*	 (0,060)	 0,029	 (0,118)	 0,158	 (0,108)	 0,030	 (0,105)

Baja educación	 -0,650*	 (0,059)	 -0,483* 	 (0,114)	 -0,350*	 (0,107)	 -0,280*	 (0,104)

Constante	 -7,484*	 (0,316)	 -9,051*	 (0,584)	 -8,225*	 (0,556)	 -9,711*	 (0,515)

								      

Asalariado registrado								      

Comp. social deficitaria del barrio	 -0,242*	 (0,118)	 -0,089	 (0,184)	 -0,207	 (0,235)	 0,071	 (0,187)

Jefe ocupado	 -0,205*	 (0,055)	 -0,033	 (0,105)	 -0,329*	 (0,109)	 0,039	 (0,095)

Estrato bajo	 -0,035	 (0,046)	 0,082	 (0,096)	 -0,023	 (0,095)	 -0,138*	 (0,091)

Baja educación	 -1,551*	 (0,050)	 -1,171* 	 (0,099)	 -1,578*	 (0,107)	 -1,194*	 (0,099)

Constante	 -6,793*	 (0,247)	 -7,769* 	 (0,453)	 -7,988*	 (0,507)	 -9,022*	 (0,437)

								      

Asalariado no registrado								      

Comp. social deficitaria del barrio	 0,349*	 (0,104)	 0,708* 	 (0,176)	 0,122	 (0,213)	 0,238	 (0,163)

Jefe ocupado	 -0,248*	 (0,046)	 -0,240* 	 (0,086)	 -0,042	 (0,096)	 0,043	 (0,080)

Estrato bajo	 0,219*	 (0,044)	 0,265*	 (0,091)	 0,576*	 (0,090)	 0,358*	 (0,079)

Baja educación	 -0,113*	 (0,042)	 -0,008	 (0,085)	 -0,061	 (0,086)	 0,049	 (0,077)

Constante	 -5,189*	 (0,203)	 -6,797*	 (0,386)	 -6,177*	 (0,415)	 -6,853*	 (0,343)

Gran Buenos Aires Gran Rosario Gran Mendoza Gran Córdoba

Categoría ocupacional y variables socioeconómicas en aglomerados urbanos

* Significativas al 5%.								      
Error estándar entre paréntesis.								      
Pool de datos en donde el universo de la estimación son los individuos entre 15 y 64 años que no son jefes de hogar y que pertenecen a hogares con jefes hasta 65 años de edad.		
Otras variables de control utilizadas en la estimación fueron: dummies por trimestre/año, edad, edad al cuadrado, hijo, cónyuge, tamaño del hogar, mujer.				  
La categoría de base de la estimación es: individuos entre 15 y 64 años que no son jefes y que no se encuentran ocupados.						    
Fuente: elaboración propia en base a EPH–INDEC: 1° trimestre y 2° trimestre 2004, 2005 y 2006 y 1° trimestre 2007.						    
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los no asalariados —ven reducidos sus ingresos en mayor medida cuando se trata de miembros 
del estrato inferior—. Esto último es consistente con menores oportunidades de autoempleo 
para este grupo. El efecto negativo de la composición social baja de los vecindarios es también 
confirmado. Así, quienes residen en barrios pobres obtienen menores ingresos luego de aislar 
la influencia del resto de las variables incorporadas en los modelos (véase el cuadro A2).

CUADRO A2

Comp. social del barrio	 -0,249*	 (0,039)	 -0,224*	 (0,056)	 -0,319*	 (0,073)	 -0,126*	 (0,056)

Asalariado no registrado/estrato bajo	 -0,444*	 (0,021)	 -0,456*	 (0,037)	 -0,491*	 (0,043)	 -0,409*	 (0,041)

Asalariado no registrado/estrato alto	 -0,443*	 (0,024)	 -0,410*	 (0,042)	 -0,558*	 (0,048)	 -0,506*	 (0,039)

No asalariado/estrato bajo	 -0,612*	 (0,029)	 -0,608*	 (0,05)	 -0,659*	 (0,050)	 -0,474*	 (0,049)

No asalariado/estrato alto	 -0,285*	 (0,030)	 -0,242*	 (0,052)	 -0,486*	 (0,055)	 -0,305*	 (0,046)

Educación baja/estrato bajo	 -0,406*	 (0,025)	 -0,314*	 (0,044)	 -0,308*	 (0,049)	 -0,360*	 (0,046)

Educación baja/estrato alto	 -0,352*	 (0,029)	 -0,286*	 (0,053)	 -0,432*	 (0,057)	 -0,252*	 (0,046)

Educación alta/estrato bajo	 -0,215*	 (0,022)	 -0,130*	 (0,041)	 -0,091*	 (0,044)	 -0,156*	 (0,041)

Constante	 2,007*	 (0,125)	 1,780*	 (0,220)	 2,016*	 (0,240)	 1,328*	 (0,195)

Gran Buenos Aires Gran Rosario Gran Mendoza Gran Córdoba

Ingreso individual y variables socioeconómicas en aglomerados urbanos

Error estándar entre paréntesis.								      
* Significativas al 5%.								      
Pool de datos en donde el universo de la estimación son los individuos entre 15 y 64 años que no son jefes de hogar y que pertenecen a hogares con jefes hasta 65 años de edad.		
Otras variables de control utilizadas en la estimación fueron: dummies por trimestre/año, edad, edad al cuadrado, mujer, dummies por rama de actividad, horas, dummy sector público,  
dummy servicios sociales y sesgo de selección.								      
Fuente: elaboración propia en base a EPH–INDEC: 1° trimestre y 2° trimestre 2004, 2005 y 2006 y 1° trimestre 2007.
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Anexo 2 

Muestra de hogares  
del Conurbano bonaerense

En base a una muestra de 400 de hogares en cincuenta radios censales pertenecientes a cua-
tro partidos del Conurbano44 se efectuó una aproximación a la incidencia del fenómeno de 
la segregación a través de dos criterios: uno centrado en características del vecindario, otro 
en su conectividad. 

El criterio de segregación con base en las características del barrio del hogar —el más 
usual en la bibliografía— se basa en aquellos indicadores que permiten resumir situaciones 
de deterioro en la infraestructura y en los servicios públicos del barrio. En esta investigación 
se consideraron tres indicadores, cualquiera de los cuales alcanza para que un barrio se con-
sidere segregado: 1) la ausencia de calzada pavimentada y de transporte público en un radio 
mínimo de 500 metros a la redonda; 2) la ausencia de alumbrado público, o 3) la ausencia de 
recolección de residuos en la propia acera. A este conjunto de viviendas lo incluimos en la 
categoría “hogares segregados por características del vecindario”.

El segundo criterio de segregación, basado en la conectividad, pudo utilizarse debido a 
que la muestra de hogares sobre la que se aplicó la encuesta fue explícitamente confeccionada 
con ese fin. Esta segunda definición, referida como “segregación por conectividad”, usó como 
criterio de identificación la ubicación del hogar en un radio censal que se encuentre a una 
distancia mayor a 1.600 metros respecto de una estación de ferrocarril.

El cuestionario aplicado a la muestra de hogares relevó una gran variedad de ítems. 
Replicó gran parte de los cubiertos por la Encuesta Permanente de Hogares y agregó otros para 
conocer aspectos relacionados con los desplazamientos de los habitantes hacia actividades 
laborales, educativas y recreativas. Se indagó también sobre aspectos del hábitat —caracte-
rísticas de la vivienda, servicios de infraestructura y de transporte— y de la inserción laboral. 
Asimismo, se relevaron las estrategias de búsqueda de empleo, y se incluyeron preguntas 
de opinión relacionadas con las dificultades en el traslado y con los problemas del barrio. El 
trabajo de campo se llevó a cabo durante 2007.
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1 El concepto de segregación 
residencial refiere a la 
separación de dos o más 
grupos en el espacio urbano 
y/o al grado en que dos o más 
grupos viven separados entre 
sí en diferentes partes del 
territorio urbano (Massey y 
Denton, 1988). Hasta el trabajo 
de Wilson (1987) la bibliografía 
especializada prestó más 
atención a la segregación racial 
o étnica, es decir, con base 
en atributos invariantes. Para 
Argentina, y en especial para 
los aglomerados urbanos, el 
separador más pertinente es la 
estructura de grupos sociales; 
de ahí que sea adecuado referir 
a la segregación residencial 
socioeconómica.

2 A los fines de este trabajo, 
Buenos Aires, la ciudad de 
Buenos Aires o la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires 
(CABA) refieren a la entidad 
política limitada por la avenida 
General Paz, el Río de la Plata 
y el Riachuelo. Por Conurbano 
bonerense entenderemos los 
24 municipios que rodean a la 
ciudad de Buenos Aires. Cuando 
se haga mención al área 
metropolitana de Buenos Aires 
(AMBA) se estará hablando 
de la CABA y el Conurbano, 
mientras que por región 
metropolitana de Buenos Aires 
(RMBA) entederemos el AMBA 
más un siguiente cordón de 18 
municipios bonaerenses que 
llegan hasta Pilar al noroeste, 

Luján al oeste, Cañuelas al 
sudoeste y La Plata al sur.

3 Para la formulación inicial 
del enfoque de las capacidades 
véase Sen (1981, 1988).

4 Para una introducción al 
enfoque de desarrollo humano, 
sus dimensiones básicas y sus 
formas de medición, véase 
Fukuda-Parr y Kumar (2003).

5 Fueron las clases medias 
las más perjudicadas por 
el empobrecimiento de las 
últimas décadas. Este proceso 
implicó un punto de no retorno 
que cambió la imagen que 
la sociedad argentina tenía 
de sí misma. En el campo de 
los estudios sobre la pobreza 
obligó a replantear la visión 
de un sector de la población 
considerado hasta entonces 
mayoritariamente homogéneo 
(Svampa, 2005; Kessler y Di 
Virgilio, 2008).

6 Este fenómeno ha sido 
caracterizado también como 
dualización, polarización, 
segmentación, o fragmentación. 
Son todos conceptos que 
destacan que se produjo 
una crisis y un cambio del 
modelo urbano precedente. 
En esencia, estos conceptos 
enfatizan que en el interior 
de la ciudad se desarrollaron 
nuevas fronteras urbanas. 
Existe consenso al recurrir a 
cualquiera de estas nociones 

en que se profundizaron las 
desigualdades sociales en el 
interior de vecindarios, zonas y 
partidos y que se consolidaron 
múltiples fronteras que 
restringen la movilidad espacial 
(Prévôt Schapira, 2000).

7 Puede consultarse Wilson 
(1996) con respecto al “efecto 
barrio”, Moser (1998) para 
las categorías de “activos y 
oportunidades” y Galster y 
Killen (1995) sobre la noción de 
“geografía de oportunidades”.

8 El aporte de Wilson (1987, 
1996) fue de suma importancia 
en esta perspectiva. En 
sus investigaciones sobre 
los guetos de las ciudades 
estadounidenses, afirma que 
la causa principal del creciente 
aislamiento es estructural. 
Cuando el trabajo estable 
desaparece y en su lugar surgen 
los signos de la precariedad 
y la inseguridad laboral, la 
vida social y la capacidad 
de relacionamiento se ven 
seriamente afectadas. En 
estos vecindarios, aquejados 
por lo que él define como 
“aislamiento social”, el 
problema fundamental 
no es tanto la ausencia 
de sociabilidad como los 
caracteres negativos o por lo 
menos ineficientes que esta 
toma. Al analizar la forma 
de sociabilidad presente en 
los guetos Wilson concluyó 
que no permiten contacto 

o interacción sostenida con 
instituciones, familiares e 
individuos que representan la 
sociedad más amplia.

9 En un trabajo recientemente 
efectuado sobre cuatro 
asentamientos del Gran 
Buenos Aires se concluyó 
que lo característico de las 
relaciones que entablan sus 
habitantes es que los lazos son 
“fuertes” —o sea, priman las 
relaciones con familiares— y 
son homogéneos, es decir con 
personas en la misma posición 
social. Las relaciones con otros 
vecinos y con los que habitan 
fuera del asentamiento tienen 
escasa importancia relativa. 
Las trayectorias educativas 
y laborales de estos sectores 
carenciados evidenció que estos 
vínculos se han erosionado 
con el tiempo, dando lugar al 
fortalecimiento de lazos fuertes 
y homogéneos (Suárez, 2007). 

10 La bibliografía académica 
“efectos de barrio” —muy 
desarrollada en EE.UU.— 
relaciona los componentes 
culturales con la ausencia de 
modelos de rol, la ineficiencia 
de los patrones normativos 
comunitarios y la presencia 
de subculturas marginales. 
Los tres mecanismos están 
interrelacionados. Los barrios 
con altas concentraciones 
de pobreza experimentan de 
manera constante una pugna 
entre opciones: aquellos 

NOTAS
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que procuran resistir la 
desafiliación social y aquellos 
que, víctimas ya del desaliento, 
aceptan la ruptura con los 
marcos normativos generales y 
exploran vías no legítimas para 
mejorar sus condiciones de vida 
(Kaztman, 2001). El hecho de 
que las subculturas marginales 
presten apoyo a aquellos 
que transitan estas vías no 
legítimas contribuye a que el 
trabajo estable pierda atractivo 
como medio para alcanzar las 
metas de bienestar. El creciente 
sentido de inseguridad 
dentro de los barrios, el 
desaliento generalizado, la 
falta de participación activa 
en actividades que promuevan 
el bienestar general y una 
cierta tolerancia respecto del 
delito (Kessler, 2004) podrían 
ser mecanismos que operan 
en las áreas segregadas de las 
ciudades argentinas.

11 Los medios de comunicación 
alimentan fuertemente el 
estigma. En un interesante 
trabajo Silva (2008) analiza 
el discurso de los principales 
medios de comunicación de 
Argentina y concluye que en 
relación con los pobladores 
de villas de emergencia, 
tienden a culpabilizarlos 
de su situación. Fomentan, 
entre otras, la imagen de las 
villas como lugares por los 
que hay que evitar transitar, 
donde existe la anomia, donde 
los delincuentes tienen sus 
guaridas. Estas representaciones 
alimentan la desconfianza y 
consecuentemente el estigma.

12 En su formulación original 
sobre el desacople entre lugar 
de residencia y de trabajo 
(Kain, 1968), se señalaba que 
la relocalización de los puestos 
de trabajo en las ciudades 
norteamericanas —hacia los 
suburbios— no fue acompañada 
por un proceso similar de parte 
de los trabajadores de menor 
calificación —básicamente 
afronorteamericanos—. Ello 
habría sido resultado de la 
elevación de los precios de 

las viviendas ubicadas en las 
proximidades de los nuevos 
centros de empleo así como de 
mecanismos de discriminación 
en el mercado inmobiliario. En 
consecuencia, se generaba una 
concentración en los centros 
urbanos de un exceso de 
trabajadores, que no lograban 
insertarse plenamente en el 
mercado de trabajo. A este 
desequilibrio contribuirían 
también, entre otros factores, 
el déficit en los sistemas de 
transporte y las fallas en el 
acceso a la información sobre 
vacantes laborales.

13 La informalidad urbana no 
es, sin embargo, exclusiva de 
los sectores populares. Entre 
las situaciones informales se 
incluyen también aquellas 
de los sectores medios y altos 
que no se encuentran dentro 
de un marco legal adecuado, 
como barrios cerrados o 
countries que no cumplen con 
la reglamentación urbanística, 
barrios que se cierran sin 
autorización, que no cuentan 
con la infraestructura o 
servicios estipulados en la ley 
o que están declarados como 
tierra rural a pesar de ser 
urbanizaciones, etc.

14 En el análisis de las 
modalidades de hábitat 
popular, se diferencian de 
otras formas de urbanizaciones 
informales, como cuando 
los actores que producen 
suelo urbano no son los 
mismos sectores populares 
que los habitan, como en los 
“loteos pirata”, donde los 
parcelamientos los realizan 
operadores económicos 
que utilizan la lógica de 
la ganancia y no la de la 
necesidad (Cravino, 2008). Para 
la diferencia entre villas de 
emergencia y asentamientos, 
véase el recuadro 1.

15 El conteo preciso de la 
población en asentamientos 
informales es una tarea 
muy compleja. Existe una 
importante inconsistencia entre 

las diversas fuentes de datos 
(censo nacional de población 
y vivienda, relevamientos 
públicos provinciales y 
municipales, y relevamientos 
efectuados por ONG o 
instituciones académicas).

16 La densidad poblacional 
bruta del AMBA es de 38 
habitantes por hectárea. Este 
promedio se sextuplica en el 
caso de las villas y se triplica en 
el caso de los asentamientos. 
Un análisis por municipios 
muestra que las mayores 
densidades para el conjunto de 
estos barrios se observa en la 
ciudad de Buenos Aires y en los 
municipios del corredor norte 
del Conurbano (excepto Tigre), 
donde viven en promedio más 
de 250 habitantes por hectárea. 
A su vez, las áreas ocupadas por 
villas y asentamientos varían 
según los municipios. Mientras 
en algunos ocupan áreas 
muy extensas (en La Matanza 
el fenómeno abarca más de 
1.100 hectáreas y en Quilmes 
supera las 800), en otros el área 
ocupada es sensiblemente más 
baja, como en Vicente López, 
donde la extensión es menor a 
20 hectáreas.
Las villas predominan 
en el primer cordón de 
urbanización. Esa fue la 
tipología predominante en la 
ocupación del suelo en el AMBA 
durante la década de 1970. Por 
ello se explica que mientras 
en el primer cordón se halla 
poco más de la mitad de los 
“asentamientos informales”, la 
cantidad de villas casi duplica a 
las del segundo cordón, donde 
predominan los asentamientos 
(Cravino, 2008).

17 En los cinco años que van 
desde el censo de 2001 hasta 
2006, por cada 100 nuevos 
habitantes en los 24 partidos 
del Conurbano, 60 se ubicaron 
en asentamientos informales y 
40 en la ciudad formal. Esa cifra 
era de 10 cada 100 en el período 
1981–1991 y de 26 cada 100 
entre 1991 y 2001.

18 Es decir, la proposición 
original de los asentamientos 
de albergar una sola 
familia en cada lote se fue 
modificando cuando ya han 
transcurrido casi 30 años de 
los primeros asentamientos 
y las segundas generaciones 
ya han conformado nuevas 
familias. Estos nuevos grupos 
familiares se ubican en otra 
vivienda dentro del lote. En 
algunos casos han motivado 
la conformación de nuevos 
asentamientos contiguos.

19 De los nueve municipios  
del área metropolitana de 
Córdoba, la ciudad de Córdoba 
concentra cerca del 90% de la 
población; el análisis se centra 
en dicha ciudad.

20 Se trata de un plan que 
articula distintas fuentes de 
financiamiento con el fin de 
atender el déficit crítico: el 
Programa de Mejoramiento 
de Barrios (Promeba), el 
Programa Mejor Vivir y 
el Programa Federal de 
Construcción de Vivienda, 
entre otros. La principal 
fuente de financiamiento 
de este plan la constituyen 
los recursos del Promeba, 
que han incrementado de 
forma significativa el nivel 
de inversión destinado a este 
sector (Lentini et al., 2008). 

21 En 1997, había en Estados 
Unidos 20.000 urbanizaciones 
cerradas que albergaban 3 
millones de viviendas (Blakely 
y Snyder, 1997); en 2001 esta 
cifra había ascendido a 7 
millones de hogares (Sánchez, 
et al., 2005). En 2000, Lisboa 
contaba con 97 urbanizaciones 
cerradas (Wehrhahn y Raposo, 
2006), mientras en 2003 había 
en el Reino Unido más de 
1.000 urbanizaciones cerradas 
con un total de 100.000 
residentes (Atkinson et al., 
2004). También en 2003 había 
cerca de 400 urbanizaciones 
cerradas en Estambul, Turquía 
(Baycan Levent y Gülümser, 
2004). Según Grant (2006) en 
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2004 había en Canadá 314 
asentamientos de este tipo 
(datos y citas tomadas de 
Roitman, 2008).

22 De las urbanizaciones 
cerradas del área, 349 son 
barrios cerrados, 136 son 
countries, 44 clubes de chacras, 
y 12, megaemprendimientos. 
Esto significa la producción de 
un total de 110.736 parcelas 
de las cuales el 57,6%, es decir 
63.822 lotes, se encuentran 
ocupados (Fernández Wagner, 
2009).

23 Las estimaciones se realizaron 
con los microdatos de los 
censos nacionales de población 
y vivienda relevados en 1991 
y 2001. El análisis se realizó 
sobre las fracciones censales. 
La ausencia de cobertura de 
salud es el indicador indirecto 
de precariedad laboral. 
Desde mediados del siglo 
pasado la prestación de la 
salud en la Argentina estuvo 
estrechamente relacionada 
con el trabajo formal. La 
precarización laboral de las 
últimas décadas afectó por 
lo tanto la forma en que se 
accede al servicio de salud. 
Al introducir este aspecto 
en el análisis, se cuenta con 
una dimensión que permite 
relacionar los procesos de 
segregación con los fenómenos 
laborales. Los índices se 
construyeron dicotomizando 
según el jefe/a del hogar tuviera 
o no acceso a la salud a través 
de una obra social, una prepaga 
o una mutual.

24 Los valores próximos a 0 
indican que la distribución de 
la población con determinado 
atributo en las subunidades 
es similar a la que existe en 
el aglomerado superior. Los 
valores próximos a 1 señalan 
situaciones de máxima 
segregación. Algunos autores 
interpretan el valor de este 
índice como la proporción del 
grupo minoritario que tendría 
que cambiar de residencia 
para obtener una distribución 

igualitaria. La fórmula del 
índice de disimilitud es la 
siguiente:

donde i = 1… n refiere a las 
unidades geográficas —por 
ejemplo fracciones censales—; 
x

i = población minoritaria 
en cada zona i; X = total de 
la población minoritaria, yi = 
población mayoritaria en cada 
zona i; Y = total de población 
mayoritaria.

25 La fórmula del índice de 
aislamiento es la siguiente:

donde xi y ti indican la cantidad 
de población minoritaria y 
total respectivamente en la 
unidad geográfica i, y X es el 
total de población minoritaria. 
La variación del índice entre 
0 y 1 puede interpretarse 
como la probabilidad de 
que un individuo del grupo 
minoritario interactúe con 
otros miembros de ese grupo 
y no con miembros del grupo 
mayoritario.

26 Véase el anexo para un detalle 
de la metodología empleada.

27 En Groisman 2008 se utiliza 
una metodología similar para 
mostrar los efectos negativos 
de la segregación residencial 
sobre la inserción laboral en 
el Gran Buenos Aires. Aquí 
ampliamos los resultados para 
los aglomerados de Córdoba, 
Rosario y Mendoza.

28 Entre los trabajos que han 
indagado en esta relación, cabe 
destacar un reciente estudio 
para el Gran Buenos Aires en 
el que se concluyó que vivir en 
áreas segregadas está asociado 
con menores rendimientos 
educativos (Suárez y Groisman, 
2008). Desde el punto de 

vista institucional se han 
documentado prácticas 
escolares que contribuyen 
a la segregación educativa 
(Veleda, 2005). En el otro 
extremo de la segregación 
urbana, en los hogares de altos 
recursos residentes en barrios 
cerrados, se comprobó también 
la búsqueda de entornos 
educativos diferenciales (Del 
Cueto, 2007).

29 El ONE de 2000 fue un 
relevamiento censal que 
permitió evaluar el rendimiento 
educativo en matemática y 
lengua de los alumnos de los 
niveles educativos básico y 
medio. Además se aplicaron 
cuestionarios complementarios 
al alumno, al docente y al 
director del establecimiento. 
Por lo tanto, la fuente permitió 
vincular los puntajes con las 
características de los alumnos, 
de sus familias y de las escuelas 
a las que asisten —y por 
extensión de los barrios donde 
se encuentran—.

30 Los niños, especialmente en 
la primaria, tienden a concurrir 
a establecimientos educativos 
cercanos a sus hogares. La 
Encuesta Anual de la Ciudad de 
Buenos Aires de 2004 muestra 
que el 72,4% de los niños de 
entre 7 y 12 años concurre a 
establecimientos educativos 
muy cercanos al lugar donde 
viven: se encuentran a menos 
de diez cuadras de su lugar de 
residencia. Solo 1 de cada 10 se 
desplaza a escuelas ubicadas a 
más de veinte cuadras de su 
hogar (Groisman y Suárez, 2006).

31 A partir de la información 
que proveyeron los directores 
de escuela fue posible construir 
una variable que permite 
aproximarse al tipo de barrio 
o vecindario en el que residen 
los alumnos. Para ello se 
recurrió a las preguntas que 
indagaron acerca del porcentaje 
de alumnos que provienen de un 
medio social cuyos recursos pueden 
ser considerados insuficientes o 
escasos. Las preguntas estaban 

precodificadas y sobre esa base 
se confeccionó la siguiente 
tipología: si entre el 75% y el 
100% de los alumnos calificaba 
en esa condición se asumió 
que se trataba de un barrio 
muy deficitario; del 50% al 
75% correspondía a un barrio 
deficitario; del 25% al 50%, a un 
barrio medio, y menos del 25%, 
a un barrio no deficitario.

32 A través de la metodología 
empleada para analizar la 
asociación entre segregación 
residencial y logros laborales 
en base a la EPH —descripta en 
el anexo— se hicieron también 
diversos análisis para mostrar 
cómo la homogeneidad en 
la composición social de los 
vecindarios incide en aspec-
tos educativos. Del análisis se 
destaca que los niños menores 
de 18 años muestran tasas 
de escolarización inferiores 
si residen en vecindarios con 
homoegneidad “deficitaria” en 
la composición social. Se evi-
denció asimismo que en estos 
vecindarios es más alto el por-
centaje de niños que trabajan y 
de aquellos que no estudian ni 
trabajan. Entre aquellos niños 
que trabajan el aporte moneta-
rio a sus hogares es relevante, 
especialmente en aquellos que 
trabajan y estudian.

33 Estos estudios analizan la 
relación entre la composición 
socioeconómica del lugar de 
residencia y el rendimiento 
educativo de niños y 
adolescentes. En Santiago de 
Chile se exploró el impacto 
de la tasa de desempleo de 
un barrio sobre el desempeño 
escolar de los niños que 
allí residían (Flores, 2007). 
Se comprueba que la débil 
vinculación de los adultos con 
el mercado de trabajo tiene 
consecuencias sobre la solidez 
del capital social barrial, 
erosionando la capacidad 
de brindar oportunidades y 
ejemplos para la integración 
de los niños y adolescentes. En 
Montevideo se analizaron los 
efectos del vecindario sobre 
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los niveles de desempeño 
escolar a través de modelos 
jerárquicos lineales (Kaztman 
y Retamoso, 2007). En Rio de 
Janeiro, el estudio realizado 
por Queiroz Ribeiro, Franco 
y Alves (2007) encontró que 
el riesgo de abandono escolar 
entre los niños que viven 
en favelas cercanas a barrios 
prósperos es mayor que el de 
los niños que viven rodeados 
de barrios pobres, y que ambos 
porcentajes son superiores 
al nivel de abandono que 
se registra entre niños que 
residen fuera de las favelas. 
En México se analizó cómo la 
composición socioeconómica 
del vecindario produce 
efectos sobre la probabilidad 
de abandono escolar en el 
período comprendido entre 
la finalización del ciclo básico 
y el acceso al bachillerato 
(Solís, 2007). Por otro lado, un 
estudio realizado en São Paulo 
se concentra en el impacto 
indirecto que la composición 
social del vecindario produce 
sobre la calidad de la enseñanza 
a través de los maestros que  
en ese barrio ejercen sus 
funciones (Torres, Pavez, Gomes 
y Bichir, 2007).

34 Véase Fernández Wagner 
(2007).

35 Estas intervenciones fueron 
posibles a partir de la reforma 
constitucional de 1949, que 
incorporó la función social de la 
propiedad.

36 Este proceso finalizó durante 
el último gobierno militar; la 
ley 21.342 de 1976 terminó con 
la intervención estatal en el 
mercado de alquileres.

37 El sistema de IPV funcionó 
centralizadamente hasta 1992 y 
descentralizadamente hasta la 
crisis de 2002, produciendo 
entre 25.000 y 35.000 viviendas 
anuales en promedio, sobre 
todo en el interior del país,  
en localidades medianas  
y pequeñas.

38 Véase Rodríguez y Sugranyes 
(2005).

39 Los programas federales com-
prenden: a) el Programa Federal 
de Construcción de Viviendas, 
que se desdobla en el subpro-
grama de construcción de 
viviendas con municipios y el 
subprograma de urbanización 
de villas y asentamientos preca-
rios (de aplicación inicial en la 
RMBA); b) el Programa Federal 
de Mejoramiento de Vivienda 
“Mejor vivir”; c) el Programa 
Federal de Emergencia 
Habitacional, y d) el Programa 
Federal de Reactivación de 
Obras Fonavi.

40 El sector construcción es un 
gran generador de empleo. Se 
calcula que en las viviendas 
por cooperativas por cada 
vivienda que se construye hay 
tres empleos implicados, así 
como que por cada empleo 
directo en la obra se generan 
otros dos indirectos en el 
sector proveedor de insumos y 
servicios asociados.

41 El Promeba opera en solo 
siete de los 24 municipios del 
Conurbano, y en cada uno de 
estos, lo hace solo en uno o 
dos barrios. En la provincia de 
Córdoba se beneficiarion del 
programa once barrios, de los 
cuales solo dos corresponden 
a la ciudad de Córdoba. En 
el Gran Mendoza son 23 
los barrios beneficiarios (de 
acuerdo con datos del sitio 
web del Promeba, http://www.
promeba.org.ar; fecha de 
acceso: 6 de marzo de 2009).

42 El criterio de clasificación 
de los hogares es una 
aproximación a la 
estratificación socioeconómica. 
Se tuvo en cuenta que la 
escolarización resulta la 
variable exógena más relevante 
en la explicación de los niveles 
de ingresos. Se consideró de 
manera exclusiva a la educación 
del jefe, distinguiendo dos 
estratos: bajo (con jefes hasta 

secundario incompleto) y alto 
o superior (con secundario 
completo). Poco más de la 
mitad de los hogares pertenece 
al estrato inferior.

43 Para la corrección del sesgo 
de selección se utilizó el pro-
cedimiento habitual propuesto 
por Heckman, que consiste, 
primeramente, en estimar una 
función probit de participación 
laboral. Las variables indepen-
dientes fueron la posición en el 
hogar, el tamaño del hogar y la 
condición de ocupación del jefe. 
Una vez estimada esta ecuación 
y a partir de los residuos de 
la misma se calcula la razón 
inversa de Mills, que se incor-
pora como un regresor más en 
las funciones de ingreso. 

44 Es una muestra aleatoria, 
estratificada; con selección de 
los radios con probabilidad 
proporcional a la cantidad de 
hogares particulares del radio. 
Los cuatro partidos de la  
muestra (San Miguel, José 
C. Paz, Moreno y Morón) 

concentraban en 2001 a 
1.173.177 personas de acuerdo 
con el censo nacional de 
población y vivienda de ese 
mismo año. Moreno, San 
Miguel y José C. Paz se ubican 
en el segundo cordón del 
Conurbano, mientras que 
Morón está en el primero. 
De los cuatro partidos a los 
que pertenecen los radios 
seleccionados, Moreno y José 
C. Paz presentan la situación 
sociodemográfica más crítica. 
Por su parte, el partido de 
San Miguel muestra valores 
cercanos o levemente inferiores 
a los del conjunto del área 
urbana, mientras que Morón 
exhibe en todos los casos 
marcas superiores a la media 
de la región metropolitana. 
El relevamiento se efectuó 
en 2007 en el marco de un 
proyecto de investigación 
con sede en la Universidad 
Nacional de General Sarmiento 
financiado por la Agencia 
Nacional de Promoción 
Científica y Tecnológica y 
dirigido por Adriana Rofman.
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